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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
 

 
 

TUTELA NÚMERO 037-2022 

 
JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO 

 
Bogotá D.C., febrero ocho (08) de dos mil veintidós (2022) 

 
OBJETO DE LA DECISIÓN 

 
Se pronuncia el Despacho sobre la acción instaurada por el señor JOSÉ HERMES 

JIMÉNEZ HOYOS., identificado con la C.C. No. 80.382.435, contra la 

SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO - OFICINA DE 

REGISTRO DE INSTRUMENTOS PÚBLICOS BOGOTÁ ZONA SUR, por 

vulneración a los derechos fundamentales constitucionales de debido proceso 

administrativo y propiedad privada. 

 
ANTECEDENTES 

 
El señor JOSÉ HERMES JIMÉNEZ HOYOS, identificado con el C.C. No. 

80.382.435, presenta acción de tutela contra la SUPERINTENDENCIA DE 

NOTARIADO Y REGISTRO - OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS 

PÚBLICOS BOGOTÁ ZONA SUR, para que se pronuncien sobre las 

pretensiones incoadas por el accionante, consistentes en que las entidades 

accionadas resuelvan de fondo la actuación administrativa, absteniéndose de 

incurrir en mora administrativa ante las actuaciones de carácter administrativo. 

 
Fundamenta sus pretensiones en los artículos 29, 58, de la Constitución Política 

de Colombia de 1991, Sentencia C-034 de 2014, Ley 1437 de 2011. 

 
ACTUACIÓN DEL DESPACHO 

 
De conformidad con el procedimiento reglado en el Decreto 2591 de 1991, el 

Juzgado, mediante providencia del veintisiete (27) de enero de dos mil veintidós 

(2022), dispuso dar trámite a la presente acción de tutela y notificar mediante 

oficio enviado por correo electrónico a las entidades accionadas, a fin de que 

ejercieran su derecho de defensa y contradicción frente a los hechos y 

pretensiones indicados por la accionante. 



TUTELA: 2022-037 
ACCIONANTE: JOSÉ HERMES JIMÉNEZ HOYOS 
ACCIONADA: SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO – OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PUBLICOS BOGOTÁ 
ZONA SUR 

 

2 
 

La accionada SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO, en 

algunos de sus apartes enunció: 

  
“Señora Juez, de acuerdo a lo manifestado por el accionante sobre la vulneración 
los derechos fundamentales tale como Debido Proceso Administrativo, Derecho a 
la Propiedad Privada y Derecho de Petición, respetuosamente esta Oficina Asesora 
Jurídica advierte que la Superintendencia de Notariado y Registro no ha vulnerado 
o amenazado derecho alguno del accionante”. 

 
“En tal sentido, desde esta oportunidad se aclara que ante esta entidad, no se ha 
radicado, ni tramitado recurso de apelación alguno, tal y como consta en el 
certificado emitido por la Subdirección de Apoyo Jurídico Registral, donde se 
evidencia que NO existe expediente relacionado con los siguientes datos: 
 
NUMERO DE MATRÍCULA INMOBILIARIA: 50S-40341886  

NÚMERO DE RADICADO EN LA SNR: No se aportó  
OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PUBLICOS ACCIONADA: 
Bogotá Zona Sur.  
NOMBRE DEL ACCIONANTE: José Hermes Jiménez Hoyos 
 
“si bien es una prerrogativa de los ciudadanos colombianos el presentar acciones 
de tutela en contra de las entidades que vulneren sus derechos, cabe mencionar 

que el ente contra quien se accione debe tener una participación en la posible 
vulneración del derecho alegado”. 
 
“Al respecto y a efecto de dar una debida contestación a la presente tutela se hace 
necesario precisar las competencias asignadas por la Ley a la Superintendencia de 
Notariado y Registro y a las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos, por 

cuanto esta entidad solo se puede pronunciar en virtud de ellas”. 
 
DE LA COMPETENCIA ASIGNADA A LA SUPERINTENDENCIA DE 
NOTARIADO Y REGISTRO 

 
El Decreto 2723 de 20141 especifica en el artículo 4 el objetivo de la 
Superintendencia de Notariado y Registro, de la siguiente manera: 

 
"Artículo 4. Objetivo. La Superintendencia de Notariado y Registro tendrá como 
objetivo la orientación, inspección, vigilancia y control de los servicios públicos que 
prestan los Notados y los Registradores de Instrumentos Públicos, la organización, 
administración, sostenimiento, vigilancia y control de las Oficinas de Registro de 
instrumentos Públicos, con el fin de garantizar la guarda de la fe pública, la 
seguridad jurídica y administración del servicio público registra! inmobiliario, para 

que estos servicios se desarrollen conforme a la ley y bajo los principios de 
eficiencia, eficacia y efectividad”. 
 
“Las funciones de la Superintendencia de Notariado y Registro fueron establecidas 
en el artículo 11 del citado Decreto, en congruencia con el objetivo de orientación, 
inspección, vigilancia y control de los servicios públicos que prestan los Notarios y 

los Registradores de Instrumentos Públicos, la orientación, administración, 

sostenimiento, vigilancia y control de las Oficinas de Registro de Instrumentos 
Públicos con los fines previstos y dentro del marco legalmente establecido”. 
 
“Se hace énfasis en la normatividad citada, que establece que, a la 
Superintendencia de Notariado y Registro, le compete la inspección y vigilancia en 
la prestación de los servicios públicos de registro y de notariado; así como la 

segunda instancia ante la Subdirección de Apoyo Jurídico Registral respecto de los 
actos administrativos expedidos por los Registradores de Públicos. (Agotamiento 
de Vía de los Recursos)”. 
 
DE LA COMPETENCIA ASIGNADA A LAS OFICINAS DE REGISTRO DE 
INSTRUMENTOS PÚBLICOS 
 

“Las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos son dependencias de la 
Superintendencia de Notariado y Registro; pero autónomas en el ejercicio de la 
función registral, de conformidad con lo establecido en el Decreto 2723 de 2014, 
artículo 22 y en concordancia con la ley 1579 de 2012, artículos 92 y 93: 

 
“Artículo 92. Registradores de Instrumentos Públicos. Los Registradores de 
Instrumentos Públicos son los responsables del funcionamiento técnico y 

administrativo de las respectivas Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos". 
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“Artículo 93. Responsabilidad en el proceso de registro. Los Registradores de 
Instrumentos Públicos serán responsables del proceso de registro y de la no 
inscripción, sin justa causa, de los instrumentos públicos sujetos a registro, sin 
perjuicio de la responsabilidad que pueda atribuirse a los funcionarios que 
intervienen en el proceso registral.” 
 

“Fundamentada la competencia de las Oficinas de Registro de Instrumentos 
Públicos, el Estatuto de Registro de Ley 1579 de 2012, consagra: 
 
“Articulo 1. Naturaleza del registro. El registro de la propiedad inmobiliaria es un 
servicio público prestado por el Estado por funcionarios denominados 
Registradores de Instrumentos Públicos, en la forma aquí establecida y para los 

fines y con los efectos consagrados en las leyes.". 
 
“Artículo 22. Función de las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos. Las 
Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos prestarán el servicio público de 
registro de instrumentos públicos de conformidad con lo establecido en la Ley 1579 

de 2012, las demás normas que le reglamenten, adicionen, modifiquen o 
sustituyan...” 

 
“Es de anotar que de conformidad con la Ley 1579 de 2012, cada Oficina de 
Registro de Instrumentos Públicos cuenta con un archivo y una base de datos que 
recae únicamente sobre los bienes inmuebles que conformen su círculo registral y 
en virtud de ello ejercen la función pública registral”. 
 
“Asimismo, es necesario reiterar que la Ley 1579 de 2012, en su artículo 60, 

estipula que contra las decisiones tomadas por los Registradores de Instrumentos 
Públicos respecto a los actos de registro y su no inscripción, proceden los recursos 
de reposición ante el Registrador de Instrumentos Públicos y de apelación ante la 
Subdirección de Apoyo Jurídico Registral de la Dirección Técnica de Registro de 
esta Superintendencia”. 
 

“El registro de la propiedad inmobiliaria es un servicio público que consiste en 
anotar, en un folio de matrícula inmobiliaria, los datos más importantes de los 
actos, contratos o providencias sujetos a registro y de los que dispongan su 

cancelación, con el fin de que cualquier persona interesada conozca en todo 
momento el estado jurídico de los bienes inmuebles matriculados”. 
 
“La función que ejercen las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos es servir 

de medio de tradición y dar publicidad a los actos, se encuentra debidamente 
regulada por la Ley 1579 del 01 de octubre de 2012, disposición que ejerce 
autonomía en el ejercicio de sus funciones a los Registradores, y se ejerce sobre 
el circulo registral asignado por la ley”. 
 
SOBRE EL CASO CONCRETO 
 

“En el caso concreto, solicita la accionante se tutelen los derechos fundamentales 
de petición, debido proceso, como el derecho a la propiedad privada”. 
 
“En consideración a lo requerido por la parte actora, esta Oficina Asesora Jurídica 
aclara que: I) La escritura objeto de registro fue radicada en la Oficina de Registro 
de Instrumentos Públicos de Bogotá D.C., Zona Sur; II) En la mencionada oficio 

se dio inicio a una actuación administrativa para establecer la real situación del 
bien; III) Al parecer en el curso del trámite se presentó recurso ante dicha oficina, 
respecto del que la Subdirección de Apoyo Jurídico Registral NO tiene 
conocimiento”. 
 
“Por lo anterior, es claro que el legitimado procesalmente para pronunciarse en la 
presente Acción Constitucional es la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos 

de Bogotá – Zona Sur, en virtud a las potestades, funciones y el principio de 
autonomía en el ejercicio de la función registral, que otorga la ley a las Oficinas de 
Registro de Instrumentos Públicos, máxime cuando todo el soporte documental 
respecto del asunto que nos ocupa obra en los archivos de dicha Oficina. 
Adicionalmente, no es posible hacer extensivos a esta entidad, los efectos de un 
recurso del que no se tiene conocimiento”. 
 

“No obstante lo anterior, teniendo en cuenta los hechos narrados en la tutela, se 
informa que se pondrá el asunto en conocimiento de la Superintendencia Delegada 
para el Registro, a fin de que adopte las medidas a las que haya lugar en el marco 

de las funciones de inspección, vigilancia y control del servicio público registral”. 

 
La  accionada  OFICINA  DE  REGISTRO  DE INSTRUMENTOS PÚBLICOS DE 
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BOGOTÁ – ZONA SUR, en apartes de su respuesta relacionó lo siguiente: 

 

Consultado el folio de matrícula inmobiliaria 50S-40341886, se observa que este 
encuentra bloqueado dentro de la actuación administrativa A.A. 182 de 2018, 
iniciada mediante auto de fecha 14 de Noviembre de 2018, dicha actuación 
administrativa conforme lo prevé el artículo 42 de la ley 1437 de 2011, se decidió 

de fondo por acto administrativo Resolución No. 009 del 8 de Enero de 2020, la 
que a la fecha no se encuentra en firme, toda vez que contra esta 1 de julio de 
2020, bajo el consecutivo de correspondencia 50S2020ER05829, el señor JORGE 
MAURICIO MARTÍNEZ ANDRADE, interpuso los recursos de reposición y en subsidio 
de apelación (Art. 74 ley 1437 de 2011)”. 
 
Mediante Resolución No. 353 del 10 de agosto de 2020, esta oficina de registro 

decidió el recurso de reposición, no reponiendo el acto administrativo impugnado 
y concedió en el efecto suspensivo (Art. 79 ley 1437 de 2011) y para ante la 
Subdirección de Apoyo Jurídico Registral de la Superintendencia de Notariado y 

Registro, el Recurso de Apelación interpuesto subsidiariamente”. 
 
En cumplimiento de lo anterior, esta oficina mediante oficio 50S2020EE13621 del 

31 de agosto de 2020, remitió las carpetas correspondientes a los expedientes 
A.A. 182 de 2018 y N.D. 073 de 2020, a la Subdirección de Apoyo Jurídico Registral 
de la Superintendencia de Notariado y Registro, para que resolviera el recurso 
subsidiario de apelación, del cual a la fecha no se ha tenido conocimiento de la 
decisión adoptada por la segunda instancia”. 
 
“Así las cosas, una vez se decida este último recurso y retomen nuevamente los 

expedientes a esta oficina se procederá a su ejecutoria, para posteriormente 
proceder a desbloquear los folios de matrícula inmobiliaria inmersos dentro de la 
actuación administrativa y continuar con el trámite de los documentos que se 
encuentren en trámite de registro (Art. 87 s.s. ley 1437 de 2011), toda vez que 
según lo dispuesto en el artículo 79 de la ley 1437 de 2011, los recursos se 
tramitaran en el efecto suspensivo, paralizándose toda actividad registral de folios 
de matrícula inmersos dentro de la actuación administrativa”. 

 
“Por lo anterior, solicitamos muy respetuosamente se desestimen las pretensiones 
del demandante, dado que se hacen efectivos los presupuestos necesarios para la 
procedencia de la Acción de Tutela, frente al debido proceso administrativo que de 
debe surtir en el presente caso, al respecto la Corte Constitucional en Sentencia 
T-1082 de 2012 señaló que: 

 
“El debido proceso es un derecho fundamental que tiene una aplicación concreta 
no sólo en las actuaciones judiciales sino también en las administrativas. La 
garantía fundamental del debido proceso se aplica a toda actuación administrativa 
desde la etapa de inicio del respectivo procedimiento hasta su terminación y su 
contenido debe asegurarse a todos los sujetos. En este sentido, la actuación de las 
autoridades administrativas debe desarrollarse bajo la observancia del principio de 

legalidad, marco dentro del cual pueden ejercer sus atribuciones con la certeza de 
que sus actos podrán producir efectos jurídicos”. 
 
Por lo expuesto, esta oficina ha obrado los parámetros legales y constitucionales y 

dentro de la eficacia y eficiencia que se le exige, dentro de la prestación del servicio 
público registral y no ha vulnerado derecho fundamental alguno al accionante, en 
esta forma me pronuncio sobre la solicitud de amparo de la referencia, de 

conformidad con lo establecido en el artículo 19 del decreto 2591 de 1991”. 

 

PARA RESOLVER SE CONSIDERA 

 
Como se sabe, la acción de tutela, consagrada en la Constitución Política de 

Colombia, en su artículo 86, se ha concebido como un mecanismo de 

procedimiento preferente y sumario, que todo ciudadano tiene ante los jueces 

de la República, para que por ella misma o interpuesta persona reclame la 

protección de sus derechos fundamentales vulnerados por alguna autoridad 

pública o particular, mediante acción u omisión propia. 
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Del análisis de la normatividad comentada, se deduce que la procedencia de la 

acción de tutela se encuentra supeditada a la concurrencia de cuatro aspectos: 

Que se trate de un derecho constitucional fundamental, que ese derecho sea 

vulnerado o amenazado, que la violación del derecho provenga de autoridad 

pública o excepcionalmente de un particular y que no exista otro medio de 

defensa Judicial. 

 

Como efectivamente se trata de derechos fundamentales, es del caso hacer 

algunas: 

 

CONSIDERACIONES 
 

 
1.-De la procedencia de la acción de tutela  

La Acción de Tutela, es un mecanismo constitucional, cuyo objeto son los 

derechos fundamentales y su finalidad es la protección de los mismos frente a 

acciones u omisiones de funcionarios públicos o de particulares que tiendan a 

menoscabarlos. 

 

Además, constituye un mecanismo de origen constitucional de carácter 

subsidiario. Esto significa que la Acción de Tutela sólo procede a falta de una 

específica institución procedimental para lograr el amparo del derecho 

sustancial, de conformidad con lo consagrado en el artículo 86 de la Constitución 

Nacional. La Acción de Tutela no es un medio sustitutivo de los demás 

procedimientos que consagra nuestro ordenamiento jurídico tendiente a 

defender los derechos fundamentales. 

 

De conformidad con lo previsto en el artículo 86 de la Carta Fundamental, 

penúltimo inciso, desarrollado en el artículo 6º, numeral 1º del Decreto 2591 de 

1991 es condición negativa de procedibilidad de la Acción de Tutela que el 

afectado disponga de otro medio de defensa judicial. Esta condición clara y 

precisa, confirma el carácter subsidiario y excepcional de la aludida institución. 

 

2.- Del caso concreto, tenemos que la acción invocada se centra en obtener 

respuesta a las pretensiones enunciadas en el acápite de antecedentes de la 

presente providencia. 

 

Sobre los derechos invocados como vulnerados es de traer a colación lo dicho 

por la Honorable Corte Constitucional en algunos de sus fallos, así: 

 

En cuanto a la presunta vulneración del Derecho al Debido Proceso conviene 
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anotar lo sostenido por la Corte Constitucional en algunos apartes de la 

Sentencia C-163 de 2019: 

 

“(…) De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte, el debido proceso comporta al 

menos los derechos (i) a la jurisdicción, que a su vez conlleva las garantías a un 
acceso igualitario de los jueces, a obtener decisiones motivadas, a impugnar las 
decisiones ante autoridades de jerarquía superior y al cumplimiento de lo decidido 
en el fallo; (ii) al juez natural, identificada como el funcionario con capacidad legal 
para ejercer jurisdicción en determinado proceso o actuación, de acuerdo con la 
naturaleza de los hechos, la calidad de las personas y la división del trabajo 

establecida por la Constitución y la Ley; y (iii) el derecho a la defensa (...)”. 
 
“(…) El debido proceso constituye un conjunto de garantías destinadas a la 
protección del ciudadano vinculado o eventualmente sujeto a una actuación judicial 
o administrativa, para que durante su trámite se respeten las formalidades propias 

de cada juicio. En consecuencia, implica para quien asume la dirección del 
procedimiento la obligación de observar, en todos sus actos, la plenitud de las 

formas previamente establecidas en la Ley o en los reglamentos. Esto, con el fin 
de preservar los derechos de quienes se encuentran incursos en una relación 
jurídica, en todos aquellos casos en que la actuación conduzca a la creación, 
modificación o extinción de un derecho o una obligación o a la imposición de una 
sanción (…)”. 
 
“(…) Bajo la acepción anterior, el debido proceso se resuelve en un desarrollo del 

principio de legalidad, en la medida en que representa un límite al poder del 
Estado. De esta manera, las autoridades estatales no pueden actuar a voluntad o 
arbitrariamente, sino únicamente dentro de las estrictas reglas procedimentales y 
de contenido sustancial definidas por la Ley. La manera de adelantar las diferentes 
etapas de un trámite, de garantizar el derecho de defensa, de interponer los 
recursos y las acciones correspondientes, de cumplir el principio de publicidad, 

etc., se encuentra debidamente prevista por el Legislador y con sujeción a ella 
deben proceder los jueces o los funcionarios administrativos correspondientes 

(...)”. 
“(…) Desde otro punto de vista, el debido proceso no solo delimita un cauce 
de actuación legislativo dirigido a las autoridades sino que también constituye un 
marco de estricto contenido prescriptivo, que sujeta la producción normativa del 
propio Legislador. En este sentido, al Congreso le compete diseñar los 

procedimientos en todas sus especificidades, pero no está habilitado para hacer 
nugatorias las garantías que el Constituyente ha integrado a este principio 
constitucional. De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte[18], el debido proceso 
comporta al menos los derechos (i) a la jurisdicción, que a su vez conlleva las 
garantías a un acceso igualitario de los jueces, a obtener decisiones motivadas, a 
impugnar las decisiones ante autoridades de jerarquía superior y al cumplimiento 
de lo decidido en el fallo; (ii) al juez natural, identificada como el funcionario con 

capacidad legal para ejercer jurisdicción en determinado proceso o actuación, de 
acuerdo con la naturaleza de los hechos, la calidad de las personas y la división 
del trabajo establecida por la Constitución y la Ley; y (iii) el derecho a la defensa 
(...)”. 

 

“(…) Del debido proceso también hacen parte, los derechos a (iv) las garantías 

mínimas de presentación, controversia y valoración probatoria; (v) a un proceso 
público, llevado a cabo en un tiempo razonable y sin dilaciones injustificadas; (vi) 
y a la independencia e imparcialidad del juez. Esto se hace efectivo cuando los 

servidores públicos a los cuales confía la Constitución la tarea de administrar 
justicia, ejercen funciones separadas de aquellas atribuidas al Ejecutivo y al 
Legislativo y la decisión se fundamenta en los hechos del caso y las normas 
jurídicas aplicables (...)”. 

 
En lo concerniente al Derecho al debido proceso administrativo, la Corte 

Constitucional en apartes de la Sentencia T-559 de 2015, enunció lo siguiente: 

 
“(…) El derecho al debido proceso administrativo es de rango constitucional, 
porque se encuentra consagrado en el artículo 29 superior; (ii) este derecho 

involucra principios y garantías como el principio de legalidad, el de competencia, 
el de publicidad, y los derechos de defensa, contradicción y controversia 
probatoria, así como el derecho de impugnación; (iii) por lo tanto, el derecho al 
debido proceso administrativo no existe solamente para impugnar una decisión de 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/C-163-19.htm#_ftn18
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la Administración, sino que se extiende durante toda la actuación administrativa 
que se surte para expedirla y posteriormente en el momento de su comunicación 
e impugnación, y (iv) el debido proceso administrativo debe responder no sólo a 
las garantías estrictamente procesales, sino también a la efectividad de los 
principios que informan el ejercicio de la función pública, como lo son los de 
igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad (...)” 

 
“(…) Específicamente en materia administrativa, la jurisprudencia de esta Corte ha 
establecido que los principios generales que informan el derecho fundamental al 
debido proceso, se aplican igualmente a todas las actuaciones administrativas que 
desarrolle la administración pública en el cumplimiento de sus funciones y en la 
realización de sus objetivos y fines, de manera que se garanticen “los derechos de 

defensa, de contradicción, de controversia de las pruebas y de publicidad, así como 
los principios de legalidad, de competencia y de correcta motivación de los actos, 
entre otros, que conforman la noción de debido proceso. (…) De esta manera, el 
debido proceso administrativo se ha definido como la regulación jurídica 
que de manera previa limita los poderes del Estado y establece las 

garantías de protección a los derechos de los administrados, de modo que 
ninguna de las actuaciones de las autoridades públicas dependa de su 

propio arbitrio, sino que se encuentren sujetas siempre a los procedimientos 
señalados en la ley (…)”. 
 
“(…) De lo expuesto hasta ahora y de la jurisprudencia citada, la Sala extrae estas 
conclusiones: (i) el derecho al debido proceso administrativo es de rango 
constitucional, porque se encuentra consagrado en el artículo 29 superior; (ii) este 
derecho involucra principios y garantías como el principio de legalidad, el de 

competencia, el de publicidad, y los derechos de defensa, contradicción y 
controversia probatoria, así como el derecho de impugnación; (iii) por lo tanto, el 
derecho al debido proceso administrativo no existe solamente para impugnar una 
decisión de la Administración, sino que se extiende durante toda la actuación 
administrativa que se surte para expedirla y posteriormente en el momento de su 
comunicación e impugnación, y (iv) el debido proceso administrativo debe 

responder no sólo a las garantías estrictamente procesales, sino también a la 
efectividad de los principios que informan el ejercicio de la función pública, como 
lo son los de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y 

publicidad (…)”. 

 

En cuanto al Derecho a la Propiedad Privada, la Corte Constitucional en 

apartes de la Sentencia T-585 de 2019, ha señalado lo siguiente: 

 
“La Sala Novena de Revisión de la Corte Constitucional considera que, en los 
términos de la acción de tutela, podría existir una afectación al derecho a la 

propiedad privada en su ámbito irreductible de protección y al derecho al debido 
proceso administrativo. Considerar una posible afectación del derecho a la 
propiedad privada, en su ámbito irreductible de protección, no significa reconocer 
que la acción de tutela sea, por regla general, el mecanismo de defensa de este 
derecho. Por el contrario, la jurisprudencia constitucional ha sostenido que la 
defensa de la propiedad privada procede, excepcionalmente, cuando: a) cuando 

se afecta su núcleo esencial o ámbito irreductible de protección, es decir, cuando 

se afecta el nivel mínimo de los atributos de uso goce y disposición y; b) cuando 
la propiedad privada tiene una relación directa con la dignidad humana”. 

 
“Por ello, la Sala se determinará si la renuencia de la Oficina de Registro de 
Instrumentos Públicos de Bogotá-zona Sur a inscribir la sentencia del veintiocho 
(28) de julio de dos mil catorce (2014) en el folio de matrícula núm. 50S-331217 

vulnera el derecho a la propiedad privada y el derecho al debido proceso 
administrativo de Libia Luñeine (Luyegny) Oviedo Pereira”. 

  
“Para responder este problema, la Sala Novena de Revisión abordará: a) los 
requisitos de procedencia de la acción de tutela; b) el derecho a la propiedad 
privada y su forma de concreción; c) el debido proceso administrativo aplicado al 
procedimiento de inscripción de títulos ante la Oficina de Registro de Instrumentos 

Públicos y; d) el caso en concreto”. 
 
“La tutela fue interpuesta el veintiocho (28) de febrero y admitida el primero (1) 

de marzo de dos mil diecinueve (2019), es decir, cuatro (4) meses después del 
último oficio emitido por el Juzgado Veintitrés Civil del Circuito, que declaró 
improcedente la solicitud de corrección. Se considera, entonces, que la accionante 
formuló el recurso de amparo en un plazo razonable. Pero, además, la Sala Novena 
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de Revisión considera que, en principio, pareciese existir una afectación 
permanente al ámbito irreductible de protección del derecho a la propiedad 
privada. En ese sentido, se entiende satisfecho el requisito de inmediatez”. 
 
“El artículo 58 de la Constitución Política de Colombia consagra, de acuerdo a la 
jurisprudencia constitucional, seis principios, a saber: a) la garantía de la 

propiedad privada y los demás derechos adquiridos conforme a las leyes civiles; 
b) la protección y promoción de formas asociativas y solidarias de la propiedad; c) 
el reconocimiento del carácter limitables de la propiedad; d) las condiciones de 
prevalencia del interés público o social sobre el interés privado; e) el señalamiento 
de su función social y ecológica y; f) las modalidades y los requisitos de la 
expropiación. En el presente caso se estudiará la garantía de la propiedad privada”. 

 
“El artículo 58 inciso 1 oración 1 de la Constitución Política de Colombia establece 
que se garantizarán la propiedad privada y los demás derechos adquiridos con 
arreglo a las leyes civiles, los cuales no pueden ser desconocidos ni vulnerados por 
leyes posteriores. La Corte Constitucional ha definido el derecho a la propiedad 

como el derecho subjetivo que tiene toda persona sobre una cosa corporal o 
incorporal, que faculta al titular para usar, gozar, explotar y disponer del él”. 

 
“El derecho a la propiedad privada es un derecho universal. Toda persona natural, 
sin distinción alguna, y toda persona jurídica pueden acceder a ella y ejercer las 
acciones que derivan de la posición jurídica reconocida por la constitución y las 
leyes”. 
 
“Sin embargo, debe tenerse claro que su ámbito irreductible de protección se 

encuentra compuesto por los atributos de uso, goce y disposición. Esto implica que 
el legislador no puede definirlo todo y limitar a libre arbitrio las facultades que 
abarca el derecho subjetivo. En ese sentido, la jurisprudencia constitucional 
sostiene que el ejercicio del derecho a la propiedad privada no puede ser objeto 
de restricciones irrazonables o desproporcionadas, que impliquen el 
desconocimiento del interés legítimo que le asiste al propietario de contar con las 

condiciones mínimas de goce y disposición, así como de obtener una utilidad 
económica sobre sus bienes”. 
 

“El legislador podrá, en consecuencia, establecer criterios sobre el ejercicio del 
derecho a la propiedad, siempre y cuando no afecte elementos esenciales y no 
consagre situaciones prohibidas por la Constitución Política de Colombia. Por 
ejemplo, el legislador, por regla general, no podrá expedir leyes que desconozcan 

la propiedad adquirida según leyes prexistentes, según el artículo 58 inciso 1 
oración 1 de la Constitución Política de Colombia, ni podrá autorizar apropiaciones 
oficiales indebidas (sin fundamento legal, ni procedimiento ni garantía de 
derechos)”. 
 
“Las leyes podrán regular la propiedad privada desde dos grandes perspectivas. 
La primera consiste en normar los atributos de la propiedad, a saber: a) la facultad 

que tiene la persona de servirse de la cosa y de aprovecharse de los servicios que 
pueda rendir (ius utendi); b) la posibilidad que tiene el titular del derecho subjetivo 
de recoger todos los productos que acceden o se derivan de su explotación (ius 
fruendi o fructus) y; c) el derecho de disposición, que consiste en el reconocimiento 
de todas aquellas facultades jurídicas que se pueden realizar  por el propietario, 
tales como la enajenación. La segunda perspectiva consiste en regular los 

momentos del derecho subjetivo, tales como la adquisición de la propiedad, el 
ejercicio de facultades sobre ésta y sus formas de limitación”. 
 
“La Sala Novena de Revisión considera que la negativa de la Oficina de Registro 
de Instrumentos Públicos de Bogotá-zona Sur constituye una actuación 
desproporcionada que vulnera el derecho al debido proceso y el derecho a la 
propiedad privada de Libia Luñeine (Luyegny) Oviedo Pereira”. 

 
SOBRE LA CARGA DE LA PRUEBA 

  
La Corte Constitucional en sentencia T-571 de 2015 sobre el principio de la carga 

de la prueba en tratándose de acciones de tutela, concluyó que quien la instaura 

al estimar vulnerados o amenazados sus derechos fundamentales, tiene la carga 

procesal de probar sus afirmaciones, sin perjuicio que la misma se invierta 



TUTELA: 2022-037 
ACCIONANTE: JOSÉ HERMES JIMÉNEZ HOYOS 
ACCIONADA: SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO – OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PUBLICOS BOGOTÁ 
ZONA SUR 

 

9 
 

cuando existe un estado de indefensión o la imposibilidad fáctica o jurídica que 

probar los hechos que se alegan.   

 
“(…) “El artículo 22 del mencionado decreto, "el juez, tan pronto llegue al 

convencimiento respecto de la situación litigiosa, podrá proferir el fallo, sin 

necesidad de practicar las pruebas solicitadas". Pero esta disposición no puede 

entenderse como una autorización legal para que el juez resuelva sin que los 

hechos alegados o relevantes para conceder o negar la protección hayan sido 

probados, cuando menos en forma sumaria dadas las características de este 

procedimiento. Su determinación no puede ser adoptada con base en el 

presentimiento, la imaginación o el deseo, sino que ha de obedecer a su 

certidumbre sobre si en efecto ha sido violado o está amenazado un derecho 

fundamental, si acontece lo contrario, o si en el caso particular es improcedente 

la tutela. A esa conclusión únicamente puede arribar el fallador mediante la 

evaluación de los hechos por él establecidos con arreglo a la ley y sin desconocer 

el derecho de defensa de las partes (…)". 

 
Así  pues, la tutela solo sería procedente siempre y cuando se logre demostrar  

que el medio idóneo mencionado resulta ser ineficaz en el caso en concreto, lo 

cual una vez revisada la documental obrante dentro del expediente no sucede, 

pues como se mencionó en líneas anteriores la jurisprudencia de la Corte 

Constitucional ha sido enfática en que la procedencia del amparo se encuentra 

sujeta a que el accionante acredite sumariamente las razones por las cuales el 

medio judicial ordinario es ineficaz para lograr la protección inmediata de los 

derechos fundamentales presuntamente afectados. 

 
Finalmente tampoco se observa la existencia de una posible configuración de un 

perjuicio irremediable, que, como se sabe, debe reunir las condiciones de ser 

inminente, es decir, que se trate de una amenaza que está por suceder 

prontamente; ser grave, es decir, que el daño o menoscabo material o moral en 

el haber jurídico de la persona sea de gran intensidad; ser urgente, es decir, que 

exija la adopción de medidas prontas o inmediatas para conjurar la amenaza; 

ser impostergable, es decir, acreditar la necesidad de recurrir al amparo como 

mecanismo expedito y necesario para la protección de los derechos. 

 
Sin   más   consideraciones,   asistiéndole  a  la  accionante  otros  mecanismos 

para prosperar lo pretendido,  es del caso declarar IMPROCEDENTE la acción 

objeto de decisión, por las razones expuestas en la parte motiva de esta 

providencia.  

 
D E C I S I Ó N 

 
En Mérito de lo expuesto, el JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL 

CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C, Administrando Justicia en nombre de La República 

de Colombia y por autoridad de la Ley. 
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R E S U E L V E 

 
PRIMERO:  DECLARAR  IMPROCEDENTE  la  acción  invocada  por el señor 

JOSÉ HERMES JIMÉNEZ HOYOS., identificado con la C.C. No. 80.382.435, 

contra la SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO - OFICINA 

DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PÚBLICOS BOGOTÁ ZONA SUR, por las 

razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 
SEGUNDO: NOTIFÍQUESE a las partes por el medio más expedito. 

 
TERCERO: Si la presente decisión no fuere recurrida, remítase la actuación a la 

H. Corte Constitucional para su eventual revisión, en cumplimiento a lo 

preceptuado en el artículo 31 del Decreto 2591 de 1991. 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE  

 

LA JUEZ, 

 

 

 

ORIGINAL FIRMADO POR: 
LEIDA BALLÉN FARFÁN 

 

 

JERH 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO 
DE BOGOTA D.C. 

La anterior providencia fue notificada por anotación en 
estado: 

 

No.  014 del 09 de febrero de 2022 

 
LUZ MILA CELIS PARRA 

SECRETARIA 
 

 

LUZ MILA CELIS PARRA 

Secretaria. 



 1 

INFORME SECRETARIAL 
Bogotá D.C., febrero ocho (08) de dos mil veintidós (2022). Al despacho de la 

señora Juez en la fecha, informando que por reparto nos correspondió la 
presente acción de tutela la cual se radicó con el No. 2022-051. Sírvase 
proveer. 

 
 

ORIGINAL FIRMADO POR: 
LUZ MILA CELIS PARRA 

SECRETARIA 

 
JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTA 

D.C., febrero ocho (08) de dos mil veintidós (2022) 
 
De conformidad con el procedimiento reglado en el decreto 2591 de 1991, el 

Juzgado procede a dar el trámite correspondiente a la acción de tutela No. 

2021-143, instaurada por el Doctor DANIEL FERNANDO MATEUS HERRERA, 

identificado con la C.C. No. 1.015.452.585, Apoderado Judicial de la 

SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS 

– PORVENIR S.A. contra el MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - MDN, 

por vulneración a los derechos fundamentales constitucionales de petición y 

debido proceso. 

 
En consecuencia, líbrese oficio con destino al Representante Legal y/o quien 

haga sus veces del MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - MDN, para que 

en el término de un (1) día, se pronuncien sobre el derecho de petición invocado 

por la parte accionante de fecha 30 de marzo de 2021, en el que solicitó el 

reconocimiento y pago del bono pensional Tipo A, modalidad 2, que por 

normatividad está a cargo de le entidad y cuyo beneficiario es el afiliado 

ÁLVARO MONCADA SOTO, identificado con C.C. No. 10.088.471, así mismo 

se pronuncien sobre las demás pretensiones incoadas por la parte accionante. 

 
NOTIFIQUESE Y CUMPLASE  

 
LA JUEZ,   

 
 

ORIGINAL FIRMADO POR: 
LEIDA BALLÉN FARFÁN 

 

   

JERH 

 

 

        
 
 
 
 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL 
CIRCUITO DE BOGOTA D.C. 

 
La anterior providencia fue notificada por 

anotación en estado: 
 

No. 014 del 09 de febrero de 2022 
 
 

LUZ MILA CELIS PARRA 
SECRETARIA 


